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I) NOVEDADES NORMATIVAS.-

1. estado.-

En materia de empleados públicos en general y, en consecuencia, en relación con los empleados locales en particular –objeto específico de este informe–, la norma estatal que debe destacarse es sin duda la Ley 7/2007, de 12 de abril, por la que se aprueba el Estatuto Bá '87sico del Empleado Público (EBEP, BOE nº 89, de 13 de abril). Norma que, ex artículo 2, resulta de aplicación a los empleados de la Administración General del Estado, de las Administraciones de las Comunidades Autónomas, de las Entidades Locales, de las Universidades Públicas, y de los organismos autónomos, Agencias y demás entidades de Derecho Público. Y norma que se constituye en la nueva legislación básica del Estado en materia de empleo público (artículo 1 EBEP), habiendo sido aprobada, entre otros, en ejercicio de los títulos competenciales estatales atribuidos por los artículos 149.1.18 (bases del régimen estatutario de los funcionarios) y 149.1.7 (legislación laboral) de la Constitución. 

Esta condición básica de la Ley determina, por un lado, la derogación de todos los preceptos considerados básicos por la normativa estatal prec! edente (la Ley 30/1984, de 2 de agosto, de Medidas para la Reforma de la Función Pública (LMRFP), que no obstante permanece vigente en el resto de preceptos para la Administración del Estado) y, por otro, que buena parte de sus previsiones deban ser complementadas por los textos de desarrollo tanto estatales como autonómicos que venga aprobándose, de los que se dará oportuna cuenta en estos informes. 

Como su propio nombre indica, el EBEP excede en principio las pretensiones de conformarse en una mera “norma funcionarial” (característica ésta propia de sus antecedentes), para presentarse como una regulación extensiva, aplicable no sólo a los funcionarios públicos sino también a los empleados laborales al servicio de cualquier Administración. Sin embargo, la realidad muestra que el régimen de los empleados laborales sigue contenié 8endose en su práctica totalidad en la legislación laboral, siendo continuas las remisiones a la misma por parte del EBEP, que se limita a ofrecer algunas especificaciones en su relación. 

De acuerdo con el programa de actividades de esta Fundación Ramón Sáinz de Varanda, se celebrará el próximo 13 de diciembre una Jornada monográfica dedicada al análisis exclusivo de esta norma, en la que intervendrán como ponentes reconocidos especialistas en la materia. Por ello, sirva ahora con lo dicho y, sobre todo, con dejar constancia de su aprobación, a expensas de este tratamiento posterior pormenorizado. 

2. Comunidades Autónomas.-

En el período de tiempo tomado en consideración para la elaboración de este informe (1 de enero a 5 de noviembre de 2007), han sido varias las Comunidades Autónomas en las que se ha aprobado normativa reguladora de sus Policías Locales,!  bien exclusivamente referidas a las mismas –Galicia y Asturias–, bien con un ámbito subjetivo más amplio, comprensivo tanto de la Policía Autonómica como de las Locales –Navarra–. Las tres normas tienen rango de Ley, y se aprueban en ejercicio de la habilitación constitucional al efecto derivada del artículo 148.1.22 de la Constitución y de las consecuentes asunciones competenciales estatutarias. 

Como textos vinculados a esta misma materia, no referidos específicamente a las Policías Locales, pero también incidentes sobre ellas, deben mencionarse sendas Leyes de los Parlamentos catalán y gallego, reguladoras de las entidades encargadas de la formación de los miembros de todos los Cuerpos de Policía de sus respectivos ámbitos territoriales.

Hay que aludir asimismo a dos Reglamentos de las Comunidades de Valencia y Castilla! -La Mancha que aprueban Acuerdos de transferencias de servicios y, en consecuencia, también de medios personales desde Diputaciones Provinciales a los respectivos Ejecutivos autonómicos.

Finalmente, y pese a carecer de rango normativo, pero por venir referida a esta Comunidad, se destaca también una Instrucción de la Dirección General de la Función Pública del Gobierno de Aragón que fija los criterios a seguir en relación con el reconocimiento de los trienios a los funcionarios interinos con base a los servicios prestados en las distintas Administraciones Públicas. 

B) Cataluña.-

Se acaba de advertir que el Parlamento de Cataluña ha aprobado una Ley para regular la entidad que se encarga en esta Comunidad de la formación, creación, gestión, difusión y aplicación del conocimiento técnico, promoción del estudio e investigación en el ámbito de la seg! uridad pública y privada, incluida la local. Se trata de la Ley 10/2007, de 30 de julio, del Instituto de Seguridad Pública de Cataluña (DOGC nº 4940, de 3 de agosto). Es ésta una Ley de organización en sentido estricto, en la que se determinan las funciones de la entidad, su estructura organizativa y las competencias de cada uno de sus órganos, así como sus regímenes de funcionamiento, contratación, personal, patrimonial, y económico-financiero. En lo que interesa de modo más concreto, debe destacarse la existencia de representación de las entidades locales de Cataluña tanto en el Consejo de Dirección –órgano planificador y de informe– como en el Consejo Pedagógico y Científico –órgano colegiado asesor– del Instituto. 

C) Galicia.-

Como antes se ha avanzado, una!  de las Comunidades que se ha dotado de nueva normativa específica sobre Policías Locales ha sido Galicia, cuyo Parlamento aprobó la Ley 4/2007, de 20 de abril, de Normas Reguladoras de Coordinación de Policías Locales (LCPLG, DOGA nº 85, de 3 de mayo), derogatoria del precedente legal en la materia –Ley 3/1992, de 23 de marzo–. La justificación de la nueva norma viene dada por la progresiva complejidad y profesionalización de las plantillas de los Cuerpos de Policía Local, que se han visto obligadas a asumir cada vez mayor cantidad de actuaciones, en correspondencia con la adquisición por los Ayuntamientos de numerosas responsabilidades relacionadas con la seguridad. 

El ámbito subjetivo de aplicación de esta Ley (artículo 2) son todos los Cuerpos de Policía Local de los Municipios de Galicia, quienes desempeñen las funciones de “Auxiliares de Policía Local” de modo t! ransitorio como consecuencia de necesidades temporales nunca superiores a cuatro meses, así como, en aquéllos Municipios que carezcan de dichos Cuerpos, el personal que realice las funciones propias de “Vigilantes municipales”, hasta un máximo de dos por Municipio. 

Por lo que se refiere a su objeto, la nueva LCPLG pretende coordinar las Policías Locales en el ámbito territorial de Galicia a fin de posibilitar un funcionamiento homogéneo e integrado de las mismas, en orden a alcanzar una acción conjunta y eficaz del sistema de seguridad pública. Y ello sin perjuicio de su dependencia de las autoridades municipales, y con pleno respeto a la autonomía local. Para conseguirlo, fija unos principios básicos de actuación comunes a todas ellas –en relación con el ordenamiento jurídico, la sociedad, el tratamiento a los detenidos, etc., artí ículo 7–, a la vez que singulariza sus funciones propias (artículo 8), señala los criterios básicos de selección, formación, promoción y movilidad de sus miembros, y dispone su régimen estatutario y disciplinario. Y más concretamente, establece un órgano específico encargado de dicha coordinación: la Comisión de Coordinación de las Policías Locales, constituida por representantes autonómicos y municipales (artículo 18) y que, de manera articulada con el Consello de la Xunta de Galicia y la Consejería competente en materia de seguridad, ejercerá funciones consultivas y de participación, en los términos del artículo 17 de la Ley. 

Son los Títulos VI –relativo al régimen estatutario de los miembros de los Cuerpos de la Policía Local de Galicia y los Vigilantes Municipales– y VII –referido a su régimen disciplin! ario–, los que presentan un mayor grado de detalle. El primero de ellos identifica derechos y deberes, incompatibilidades, y desarrolla la situación administrativa de “segunda actividad”, que tiene como objeto garantizar la adecuada aptitud psicofísica de los policías en tanto permanezcan en servicio activo. Podrán pasar a esta situación por causa de edad, disminución de aptitudes, o embarazo y lactancia, y los servicios a prestar serán acordes con las nuevas condiciones. El Título VII, por su parte, tipifica el elenco de faltas en que podrán incurrir los miembros de las Policías Locales y su graduación, anudándoles las correspondientes sanciones. En lo que hace al procedimiento sancionador, el diseño del referido a las faltas graves y muy graves se remite a un posterior desarrollo reglamentario, que deberá consideraren todo caso lo! s principios de sumariedad y celeridad (artículo 87). Por lo que respecta a las faltas leves, la sanción podrá imponerse sin más trámites que la audiencia al interesado. 

En otro orden de cosas, se ha aludido supra al hecho de que el Parlamento gallego ha aprobado una Ley para regular el organismo autónomo que se encarga en esta Comunidad de la formación, investigación, divulgación y colaboración en el ámbito de la seguridad, tanto pública como privada: la Ley 1/2007, de 15 de enero, de Normas Reguladoras de la Academia Gallega de Seguridad Pública (DOGA nº 16, de 23 de enero). También como la catalana, se trata de una Ley organizativa en sentido estricto, en la que se determinan la composición del organismo y las funciones de cada uno de sus órganos, así como sus regímenes de funcionamiento, personal, económico-financiero y patrimonial. Señalar simplement! e que en el órgano de control, planificación y supervisión general de las actividades del organismo –el Consejo Rector– hay representación de los Ayuntamientos de Galicia, designada por la Federación Gallega de Municipios y Provincias (artículo 8.3.f). 

E) Asturias.-

La Junta General del Principado de Asturias ha aprobado asimismo una Ley sobre Policías Locales, en concreto la Ley 2/2007, de 23 de marzo, de Coordinación de las Policías Locales (LCPLPA, BOPA nº 82, de 10 de abril). Esta Ley ha derogado la aplicable anteriormente en la materia –Ley 6/1988, de 5 de diciembre–, y las causas que vienen a justificarla son análogas a las expuestas en relación con la Ley gallega: la transformación producida en los Cuerpos de Policía Local del Principado, derivada de la concienciación de las entidades lo! cales sobre la importancia de una seguridad pública profesionalizada y eficiente, ajustada a la realidad. 

Lo cierto es que las similitudes entre la LCPLPA y la LCPLG no terminan aquí, y siendo como son dos normas aprobadas prácticamente a la vez, resultan más que apreciables a lo largo de todo el texto. Así, el ámbito subjetivo de aplicación de la LCPLPA (artículo 1) son también todos los Cuerpos de Policía Local de las entidades locales asturianas, los “Auxiliares de Policía Local” y los “Vigilantes municipales”; figuras que se definen en los términos ya conocidos. Y su objeto es, igualmente, la coordinación de las Policías Locales en el ámbito territorial del Principado de Asturias, competencia del Principado (artículo 10), sin perjuicio de su dependencia municipal y con pleno respeto a la autonomía local. Para conseguirlo, fija de la misma manera principios ! básicos comunes de actuación –remitiéndose en este sentido a los señalados en la Ley Orgánica 2/1986, de 13 de marzo, de Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado–, señala criterios básicos de selección, formación y promoción de sus miembros, y dispone su régimen estatutario y disciplinario. Y crea también un órgano específico encargado de dicha coordinación, denominado asimismo Comisión de Coordinación de las Policías Locales, constituida por representantes autonómicos y municipales y encargada, del mismo modo, de ejercer funciones consultivas y de participación. 

Por lo que se refiere al régimen estatutario de los miembros de los Cuerpos de la Policía Local, el Capítulo IV identifica derechos y deberes. Y en relación a su régimen disciplinario, se remit! e íntegramente al establecido para las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado (artículo 30). 

I)- Valencia.-

Debe destacarse en esta Comunidad Autónoma la aprobación del Decreto 70/2007, de 11 de mayo, por el que se aprueba el Acuerdo de la Comisión Mixta Diputación Provincial de Alicante-Generalitat que transfiere unidades de salud mental de dicha Diputación a la Generalitat y traspasa los correspondientes medios personales (DOGV nº 5512, de 15 de mayo). En lo que interesa, hay que señalar que el personal fijo que hasta ese momento tenía la condición de empleado local funcionario o laboral, pasa a depender de la Generalitat a través de la Agencia Valenciana de Salud adscrita a la Consellería de Sanidad, quedando en la situación jurídica que proceda de acuerdo con la legislación general o el convenio que resulte de aplicación. No obstante, se le ofertará la integra! ción en los estatutos jurídicos aplicables al personal de dicha Agencia. Por su parte, el personal temporal prestará sus servicios de acuerdo con las características de las instituciones sanitarias, conservando su vinculación provisional en los términos del nombramiento o contrato que mantenían en el momento del traspaso. 

J) Aragón.-

La Dirección General de la Función Pública de la Comunidad Autónoma de Aragón, integrada en el Departamento de Presidencia, tiene atribuida la ejecución de la política de personal y la correcta aplicación de las normas legales y reglamentarias para la ordenación de la Función Pública, tal y como dispone el artículo 6.2 del Decreto 208/1999, de 17 de noviembre, por el que se distribuyen competencias en materia de personal entre los distintos órganos de!  la Administración de la Comunidad Autónoma de Arag
3ón. En ejercicio de esta atribución, ha procedido a aprobar la Instrucción de 7 de mayo de 2007 (BOA nº 56, de 11 de mayo), en la que se determina la aplicabilidad del artículo 25.2 del EBEP; precepto relativo al reconocimiento a los funcionarios interinos de los trienios correspondientes a los servicios prestados antes de la entrada en vigor del mismo. 

Para ello, la Instrucción fija los criterios a seguir, consistentes, entre otros: a)- en la consideración exclusiva de los servicios efectivamente prestados en las distintas Administraciones públicas, incluida la Institucional –excepción hecha del sector público empresarial–; b)- en el diseño de los modelos de solicitudes y certificaciones a expedir por los Jefes de las unidades de personal de los correspondientes Departamentos, Ministerios, Organismos o Entidades donde se hubiesen prestado los servicios; y c)- ! en la fijación de determinados requisitos específicos en relación con el inicio del procedimiento de reconocimiento de trienios y con el modo de certificar los servicios prestados por el funcionario interino como funcionario de carrera en otra Administración pública o en la misma Administración aragonesa. 

K) Castilla-La Mancha.-

En esta Comunidad Autónoma también se ha aprobado una norma de transferencia de servicios, en concreto la Orden de la Consejería de Sanidad 60/2007, de 11 de mayo, de transferencia a la Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha de medios personales, materiales y económicos del Instituto Provincial de Servicios Sociales y de la Unidad de Salud Mental de la Diputación Provincial de Cuenca (DOCLM nº 104, de 18 de mayo). Por lo que se refiere al personal funcionario y laboral fijo de la entidad y la unidad transferidas, po! drá pasar a tener la condición de personal estatutario del Servicio de Salud autonómico, pudiendo optar también por mantener su mismo régimen jurídico o dependencia orgánica, quedando entonces a disposición de su Administración de origen. El personal temporal quedará integrado en las respectivas unidades con nombramiento de carácter estatutario de naturaleza temporal.

M) Navarra.-

La tercera de las Comunidades que se ha dotado este año de una nueva Ley sobre Policía ha sido Navarra, cuyo Parlamento aprobó la Ley Foral 8/2007, de 23 de marzo, de Policías de Navarra (LFPN, BON nº 40, de 2 de abril). Como se ha advertido anteriormente, y como también indica su propio nombre, no se trata de una Ley específica de Policías Locales, situándose su ámbito subjetivo de aplicación en todos los Cuerpos de Policía de la Comunidad: tanto la P! olicía Foral como las Policías de cada entidad local de Navarra (artículo 2). En este sentido, reproduce el esquema de la normativa previa en la materia, en concreto, del Decreto Foral Legislativo 213/2002, de 14 de octubre, por el que se aprobó el Texto Refundido de la Ley Foral de Cuerpos de Policía de Navarra, al que deroga. 

Más en concreto, el objeto de la nueva LFPN es cuádruple: 1º) actualizar y regular el régimen de la Policía Foral de Navarra; 2º) coordinar normativa y administrativamente las Policías de Navarra en los aspectos no regulados por la Ley Foral 8/2006, de 20 de junio, de Seguridad Pública de Navarra; 3º) regular el régimen específico de los Agentes Municipales y de los Auxiliares de las Policías Locales de Navarra, y 4º) regular el estatuto del personal de los Cuerpos de Policía de Navarra. No c! abe duda de que las que aquí interesan son estas dos últimas pretensiones, directamente referidas a las Policías Locales.

Lo cierto es que la regulación de estas Policías Locales de Navarra no plantea demasiadas novedades respecto de la normativa precedente. Quizás, y como reconoce la propia Exposición de Motivos de la norma, una de las más llamativas sea la introducción de la figura de los “Auxiliares de la Policía Local” junto con los “Funcionarios de la Policía Local” (miembros del Cuerpo de Policía que depende de una entidad local de Navarra) y los “Agentes municipales” (personal de las entidades locales que no disponen de Cuerpo de Policía Local, y que ejercen las funciones propias del mismo). Esta figura de los Auxiliares, que también contemplan las Leyes gallega y asturiana ya aludidas, está pensada para las entidades locales que, disponiendo de Polic! ía Local, necesitan en un momento dado contar con personal suficiente para asegurar la efectividad del desempeño de sus funciones cuando ésta pueda verse afectada por causas de absentismo, existencia de vacantes, o concurrencia de necesidades excepcionales o eventuales relacionadas con la seguridad pública, y no resulte suficiente el personal fijo disponible (artículos 2.g y 19 LFPN). Dichos Auxiliares se constituirán en personal contratado temporalmente en régimen administrativo con meras funciones de apoyo, que no podrán portar armas de fuego, y cuya selección se realizará de acuerdo con los principios de mérito y capacidad, y previa superación de un examen de aptitud organizado por la Escuela de Seguridad de Navarra, que conferirá la previa habilitación al efecto con una duración de 5 años. 

Como también destaca la Exposici
 3ón de Motivos de la LFPN, es el Título IV, relativo al Estatuto del Personal de los Cuerpos de Policía, el que concita más novedades. Así, modifica la denominación de los empleos, diseña las pruebas de selección simplificando alguno de los criterios –por ejemplo, permitiendo la convalidación del curso de formación impartido por la Escuela de Seguridad de Navarra por otro análogo ya recibido, artículo 29.3–, y articula una nueva carrera profesional, posibilitando la promoción interna mediante la valoración de los méritos adquiridos, de la capacidad y de la antigüedad del funcionario. Entre las situaciones administrativas de los policías se desarrolla sobre todo la de “segunda actividad”, que pretende su adaptación a los cambios físicos y psíquicos derivados de la edad. Quienes pasen a esta situación podrán ser destinados a prestar servici! os complementarios en el mismo Cuerpo al que pertenezcan, en otros Cuerpos policiales mediando convenio de colaboración entre las respectivas Administraciones, o en puestos de la misma Administración de la que dependan que supongan actividades de policía administrativa en sentido amplio –labores auxiliares en la tramitación de expedientes sancionadores, tareas administrativas, etc.–. 

Finalmente, en la Sección 11ª del Capítulo III de este Título IV se regula de forma completa el régimen disciplinario de los funcionarios policiales, intentando evitar así desarrollos reglamentarios. Se determinan el elenco de faltas, su graduación y se les anudan las correspondientes sanciones, respetando el principio de legalidad imperante en materia sancionadora. Asimismo, se diseñan dos procedimientos sancionadores. Uno para las faltas graves y muy graves, al que se extien! den todas las garantías de las que disfrutan los ciudadanos en otros procedimientos sancionadores. Y otro para las faltas leves, donde su carácter abreviado no impide la prosecución de un procedimiento escrito y con audiencia al interesado. 

II) NOVEDADES JURISPRUDENCIALES.-

1. Tribunal Constitucional (TC).-

El TC, en sus SSTC 147/2007, de 18 de junio (Ar. 147) y 184/2007, de 10 de septiembre (Ar. 184), se pronuncia en un mismo sentido: no otorgando el amparo solicitado por los funcionarios recurrentes –transferidos desde Diputaciones Provinciales a la Administración autonómica–, por entender que la denegación por ésta de su clasificación dentro del Grupo D no vulnera el principio de igualdad, al carecer en ambos casos de la titulación normativamente exigida al efecto. La Sentencia que los recurrentes ofrecen como contraste y apoyo a su pretensión no sirve a estos efectos, al no re! ferirse a un supuesto de hecho idéntico. Efectivamente, esta Sentencia no valora en ningún caso este elemento determinante –la titulación– a la hora de imponer a la Administración demandada la clasificación de la demandante en este Grupo, puesto que ella ya la tenía reconocida en su puesto de origen. No hay, pues, vulneración del aludido principio.

2. Tribunal Supremo (TS).-

El TS incide en sus SSTS de 28 de julio de 2006, Ar. 8553 y 21 marzo de 2007, Ar. 4046, en la consolidada doctrina constitucional y propia conforme a la cual no tiene cabida en la normativa rectora de la negociación colectiva de los funcionarios públicos una posible negociación contraria a una norma legal vigente, ni incluso la mejora de ese régimen legal vigente, a diferencia de lo que ocurre con la negociación colectiva laboral. Por eso, respectiva! mente, confirma la ilegalidad de varios preceptos del Acuerdo Regulador de las Condiciones de Trabajo del Personal al servicio de la Diputación Provincial de Granada declarada previamente por STSJ de Andalucía, y del Acuerdo del Ayuntamiento de Irún regulador de su Personal Funcionario, también declarado ilegal por un pronunciamiento del TSJ del País Vasco. 

En el primer caso, la razón de la ilegalidad estriba en que en el Acuerdo estaban reconocidos procesos de funcionarización más amplios que los legalmente previstos en la Disposición Transitoria Decimoquinta de la LMRFP Ello no resulta óbice, sin embargo, para que esta misma STS reconozca la legalidad de otros preceptos del mismo Acuerdo referidos a aportaciones económicas a los funcionarios (premios por jubilación anticipada, concierto de seguro colectivo de vida, institución de un fondo social), sobre la base de considerarlas medidas asistenciales y no retribuciones, esto es: m! eras contraprestaciones económicas del desempeño profesional que se devengan necesariamente y con regularidad periódica. Por mor de esta interpretación, no las entiende contrarias a lo dispuesto en el artículo 23 de la misma LMRFP. 

Por su parte, la segunda Sentencia aludida considera que la ilegalidad deriva del rebasamiento por el Acuerdo del Ayuntamiento de Irún de las previsiones presupuestarias estatales en la negociación de las condiciones retributivas de su personal; rebasamiento que, como señala el mismo TS, nunca vendría amparado por la autonomía local de que goza el Municipio, que no se traduce en una competencia ilimitada en cualquier aspecto sino en un poder limitado para la gestión de los intereses municipales. 

En otro orden de cosas, el TS ratifica en sus SSTS de 13 de octubre de 2006 (Ar. 6648), 15 de febrero de 2007 (Ar. 619), y 29 marzo 2! 007 (Ar. 4073), la legalidad de la Disposición Adicional 
8Única del Real Decreto 834/2003, de 27 de junio, posteriormente derogada mediante Real Decreto 522/2005, de 13 de mayo. Esta Disposición determinó la integración en el Grupo A de los funcionarios de la Administración local con habilitación de carácter nacional pertenecientes a la Subescala de Secretaría-Intervención, siempre que cumpliesen los requisitos allí establecidos –titulación superior, antigüedad mayor de dos años, superación del pertinente concurso-oposición–. Los que no los cumplieran podrían permanecer incluidos como categoría a extinguir en el Grupo B, conservando sus derechos económicos, y estando habilitados para desempeñar puestos de trabajo reservados a funcionarios de habilitación nacional en las mismas condiciones que los integrados en la Subescala de Secretaría-Intervenció ón. El TS no considera que esta determinación vulnere el principio igualdad, al entender existente una diferencia clara entre ambos tipos de funcionarios –la titulación, fundamentalmente– que justifica el distinto trato que reciben. Tampoco entiende que lesione el derecho a acceder y permanecer en la función pública conforme a las Leyes, pues no existe derecho alguno a la integración automática en el Grupo A, ni se cierra la posibilidad de la misma cuando los funcionarios lleguen a reunir los requisitos exigidos. 

Por otra parte, y en lo que se refiere a los modos de provisión de puestos de trabajo, la STS de 8 de febrero de 2007, Ar. 614, recuerda que sólo en casos de urgente necesidad cabe la provisión con carácter interino de plazas reservadas a funcionarios. Urgente necesidad que no concurre en el supuesto enjuiciado –16 plazas de Agentes de Policí ía Local cubiertas de esta forma–, ya que ni su elevado n
0úmero ni su permanencia como vacantes durante años la acreditan. 

En relación con las situaciones de los funcionarios locales, la STS de 26 de abril de 2007, Ar. 5786, reconoce a un funcionario autonómico que ha superado un proceso selectivo local y ha sido nombrado funcionario en prácticas el derecho a percibir, en tanto realiza el curso básico formativo, las retribuciones correspondientes al puesto de trabajo que desempeñaba en la Administración autonómica. Lo determinante, a juicio del TS, es la situación administrativa en que se encuentra: la de funcionario en activo en su puesto de origen hasta la toma de posesión del nuevo; momento en que pasará, respecto al primero, a la situación de excedencia voluntaria. 

Por fin, y respecto al derecho de los funcionarios locales a percibir indemnizaciones por concurrir a las reuniones de órganos colegiad! os de la Corporación, la STS de 13 de julio de 2007, sin asignación de referencia Aranzadi, entiende que debe reconocerse cuando dicha asistencia implique ejercer funciones y/o tareas que no se encuentren expresamente recogidas en el contenido funcional del puesto que ocupa el funcionario o que no puedan entenderse como una extensión razonable y coyuntural del mismo, y siempre que la compensación que busca tal indemnización no pueda lograrse por otros cauces previstos en la normativa funcionarial aplicable. Ejemplificativamente. En el supuesto sobre el que se pronuncia el Tribunal, una funcionaria, Técnico de Administración General, asiste por delegación del Secretario a una Comisión Informativa de Urbanismo con el fin de ejercer las funciones propias de aquél: asesoramiento jurídico y fe pública. Estas funciones son, precisamente, las que definen el puesto de Secreta! ría y ningún otro, por lo que se está pidiendo a la funcionaria que ejerza por delegación en esa Comisión una función específica y excluyente de la Secretaría, ajena a su puesto. A mayor abundamiento, la Administración no le ha compensado por otro cauce alternativo, puesto que los complementos retributivos ordinarios no alcanzan para cumplir esa indemnización. Por esa razón, se le reconoce el derecho a la misma por dicha asistencia; derecho que ya viene reconocido por el ordenamiento jurídico, restando al Acuerdo del Pleno la mera determinación cuantitativa. 

3. Tribunales Superiores de Justicia (TSJ).-

Dada la gran cantidad de jurisprudencia emanada de los Tribunales Superiores de Justicia con sede en cada una de las Comunidades Autónomas, se procede a continuación a ofrecer una selección de la misma, intentando referir los pronunciamientos más significativos. No tiene, pu! es, esta relación carácter exhaustivo sino ejemplificativo de las resoluciones que se consideran más notables. 

E) Asturias.-

La STSJ del Principado de Asturias de 22 de marzo de 2007, Ar. 214214, también se hace eco de la consolidada jurisprudencia del TC y del TS antes aludida, conforme a la cual la normativa rectora de la negociación colectiva de los funcionarios públicos no puede dar cabida a una posible negociación contraria a una norma legal vigente, ni aun cuando mejora el régimen que contempla. Por ello razón anula el Acuerdo regulador de las condiciones de trabajo y retribuciones de los empleados públicos del Ayuntamiento de Gijón, que establecía un régimen común de aplicación indistinta a personal funcionario y laboral no previsto en la normativa legal vigente. 

Por otro lado, la STSJ del Principado de ! Asturias de 5 de julio de 2006, Ar. 252950, desestimó la solicitud planteada por una funcionaria local del Grupo B en orden al reconocimiento de un mayor complemento específico –destinado a retribuir las condiciones particulares de algunos puestos de trabajo–, alegando situación discriminatoria en relación con los funcionarios del mismo Grupo de otras Corporaciones. La Sala entiende que la discrecionalidad de que goza cada Corporación para fijar el complemento específico propio de cada puesto impide imponer a otra distinta la atención de su mismo criterio, aun cuando se trate de puestos de la misma categoría profesional, pertenecientes al mismo Grupo, y con idénticas funciones a desempeñar. 

F) Cantabria.-

También la STSJ de Cantabria de 27 de octubre de 2006, Ar. 277761, reproduce la muy mencionada doctrina que impide que la normativa rectora de la negociación colectiva de los funcionarios pú cblicos contemple negociaciones contrarias o distintas a una norma legal vigente. Esta doctrina se anuda otra que establece que el mandato expreso de una norma con rango de Ley no puede desconocerse o modificarse en virtud de negociación colectiva, careciendo como carecen las Corporaciones locales de potestad para regular el régimen de sus funcionarios (estatutario y de configuración legal). Por esta razón anula varios preceptos del Acuerdo Regulador del Personal Funcionario de un Ayuntamiento de esta Comunidad Autónoma que había dispuesto en materia de permisos, vacaciones y licencias un régimen distinto al establecido en la normativa autonómica de funcionarios, así como unos incentivos a la jubilación que carecen de la cobertura necesaria de un previo sistema de racionalización de recursos humanos para la adecuación de la plantilla a las necesidades de la entidad. 

 par J) Aragón.-

La STSJ de Aragón de 26 de diciembre de 2006, Ar. 221734 de 2007, resuelve la impugnación de un acuerdo municipal por el que se aprueban los presupuestos del Ayuntamiento sobre la base de la intervención en el mismo, ejerciendo las funciones de Secretario, de un funcionario no habilitado y por ende, sin nombramiento idóneo. Se daba la circunstancia que ese Municipio había formado parte, junto con otros, de una Agrupación para el sostenimiento en común de un puesto único de Secretario-Interventor reservado a funcionarios locales con habilitación de carácter nacional; Agrupación cuya disolución se aprobó por Resolución del Director General competente en la materia, concediéndose a los mismos la exención de la obligación de mantener dicho puesto, y permitiendo que las funciones propias de este puesto de trabajo fueran ejercidas por los servicios de asistencia té écnica de la Diputación Provincial correspondiente. Sin embargo, y pese a ello, las funciones de Secretaría venían siendo ejercidas por personal de un Ayuntamiento vecino. 

A pesar de esta situación anómala, el Tribunal no consideró nulo el acuerdo impugnado, entendiendo que la falta de cualificación técnica de quien actuaba como Secretario no impidió que la voluntad del Pleno se formarse con arreglo a derecho. 

P) Madrid.-

La STSJ de Madrid de 12 de junio de 2007, Ar. 252679, realiza una interpretación literal del artículo 1 de la Ley 70/1978, de 26 de diciembre, de reconocimiento de servicios previos en la Administración Pública. Este precepto reconoce el derecho de los funcionarios a que se les computen los servicios prestados en cualquier Administración pública a efectos del cobro de trienios, pero no de otras!  cuestiones (vacaciones, ascensos, etc.). Ni la LMRFP ni otra norma concordante han extendido la eficacia de este reconocimiento, que por ello debe ser interpretado en el sentido limitado expuesto. 

Hay que destacar también el pronunciamiento contenido en la STSJ de esta misma Comunidad de fecha 28 de febrero de 2007, Ar. 441 La Sala considera que el derecho de las organizaciones sindicales a celebrar asambleas en horario laboral debe ceñirse siempre a las condiciones impuestas por la Ley Orgánica 9/1987, de 12 de junio, que regula los órganos de representación, determinación de condiciones de trabajo y participación del personal al servicio de las Administraciones públicas: acuerdo previo entre los organizadores y el órgano competente en materia de personal, límite máximo de 36 horas anuales, inafectación a la prestación de los servicios concernidos. A ello no obsta la existencia de un Acuerdo suscrito entre Ayuntam! iento y tales organizaciones que se manifiesta en este punto en términos más flexibles. Dicho Acuerdo carece de fuerza suficiente para exonerar del cumplimiento de la Ley, lo que además no ocurría en el supuesto enjuiciado. 

Finalmente, resulta interesante la doctrina contenida en la STSJ de Madrid de 5 de marzo de 2007, Ar. 203945. En ella se niega la posibilidad de acudir a los mecanismos de provisión de puestos de trabajo de carácter excepcional –ajenos por ende al general del concurso de méritos– para reasignar efectivos en determinados puestos de trabajo, en aquellos casos en que no exista la cobertura necesaria de un previo Plan de Empleo. Puesto que en el supuesto enjuiciado se demuestra que el Ayuntamiento de Madrid carecía de esta Plan de Empleo, único marco legitimador de la apertura de un procedimiento de reasignación de recursos ex artícul! o 60 del Real Decreto 364/1995, de 10 de marzo, por el que se aprueba el Reglamento General de Ingreso, la desaparición del centro en que la funcionaria recurrente prestaba sus servicios no derivaba en la apertura de dicho proceso y en la utilización, en consecuencia, de mecanismos excepcionales de provisión de puestos de trabajo. A juicio del TSJ, los puestos de trabajo objeto de asignación debieron haber sido ofertados públicamente mediante concurso. 

Q) Castilla y León.-

La STSJ de Castilla y León de 2 de mayo de 2007, Ar. 492, declara la nulidad de diversos Acuerdos del Pleno del Ayuntamiento de Burgos por los que se establece el sistema de libre designación como modo de provisión de determinados puestos de trabajo de la Gerencia Municipal de Urbanismo de esa ciudad. 

A juicio de la Sala, estos actos carecen de la motivación necesaria para entender que la potestad discrecional de que se hace uso para su dictado –pot! estad de autoorganización de las Administraciones locales– se haya ejercido dentro de los límites que marca el ordenamiento jurídico (artículo 20.1.b LMRFP). No se trata de puestos directivos ni en los que haya que ejercer funciones de especial responsabilidad, siendo en puridad puestos eminentemente técnicos que no justifican per se la elección de ese sistema. Asimismo, el motivo alegado por el Ayuntamiento para la elección de tal modo de provisión no viene referido, como debiera, al contenido funcional del puesto de trabajo, sino a otras consideraciones extranormativas –y por ello rechazables–, como son la formación de equipos directivos y de trabajo que conlleven a la eficacia de las prestaciones de los servicios. A mayor abundamiento, nada demuestra que las funciones propias de los puestos en cuestión sean distintas de las desarrolladas hasta el momento en ot! ros puestos análogos que, con otras denominaciones, se prove
37ían mediante concurso.

Deben destacarse también las reflexiones que sobre el complemento de productividad y el derecho a su percepción se contienen en la STSJ de esta misma Comunidad de 13 de octubre de 2006, Ar. 247800 El supuesto analizado parte de la falta de asignación en los presupuestos municipales de recursos en este concepto al puesto ocupado por el recurrente –Secretario-Interventor de un Ayuntamiento– que, sin embargo, venía percibiéndolo durante los cinco años inmediatamente anteriores. La Sala reconoce que este complemento tiene carácter subjetivo, individual y extraordinario, estando vinculado al especial rendimiento y dedicación del funcionario en el desempeño de las funciones y objetivos propios del puesto de trabajo, y no a las condiciones del puesto mismo, como ocurre con el complemento específico. Por esta razón no puede ! afirmarse su carácter consolidable, dependiendo como depende de la concurrencia de las circunstancias descritas. Ello lleva a concluir en la discrecionalidad de la Administración en orden a su reconocimiento, sin que esto empezca el deber de dicha Administración de motivar cualquier cambio de criterio. En este caso concreto, la falta de explicación por parte del Ayuntamiento de las causas del cese de la percepción del complemento lleva al Tribunal a considerarla una decisión arbitraria y a reconocer, por ello, el derecho del funcionario a seguir percibiéndolo. 

IV) BIBLIOGRAFÍA SELECCIONADA.- 
En este último trimestre del año han comenzado a aparecer en el panorama editorial las primeras obras que tienen como contenido comentar el nuevo EBEP. 

Entre ellas obras pueden señalarse la de Ramón Parada Vázquez, Derecho ! del empleo público, editorial Marcial Pons, Madrid, 2007, o la de Alberto Palomar Olmeda, El nuevo Estatuto del Empleado Público, editorial Aranzadi, Cizur Menor, 2007. Con mayor complitud y extensión, la obra colectiva dirigida por Miguel Sánchez Morón, Comentarios a la Ley del Estatuto Básico del Empleado Público, editorial Lex Nova, Valladolid, 2007. 

Con una pretensión sintética, limitada a la presentación de los contenidos esenciales del nuevo EBEP y a su comparación con las recomendaciones formuladas en su momento por la Comisión de Expertos constituida al efecto –que estuvo presidida por el mismo autor– puede verse el trabajo, también de Miguel Sánchez Morón, “Consideraciones generales sobre el Estatuto Básico del Empleado Público”, publicado en la Revista Justicia Administrativa 36, 2007. 
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